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Relación entre desarrollo económico y participación democrática 
en México 

Introducción 

La relación entre desarrollo económico y participación democrática constituye uno de los 
asuntos más relevantes para comprender la evolución política y social de México. Aunque 
con frecuencia se estudian como fenómenos separados, la economía y la democracia 
mantienen vínculos permanentes. Las condiciones de empleo, ingreso, educación, 
vivienda, movilidad, seguridad social y acceso a servicios influyen en las posibilidades 
reales que tiene una persona para informarse, organizarse, expresar sus opiniones y 
participar en las decisiones colectivas. Del mismo modo, la calidad de las instituciones 
democráticas condiciona la manera en que se distribuyen los recursos públicos, se 
establecen las reglas económicas, se protegen los derechos laborales, se combaten los 
privilegios y se determinan las prioridades del desarrollo. La economía crea oportunidades 
y restricciones para el ejercicio de la ciudadanía, mientras que la democracia establece 
procedimientos para decidir quién recibe los beneficios, quién asume los costos y qué 
objetivos debe perseguir el crecimiento. 

La idea de desarrollo económico suele relacionarse inmediatamente con el aumento de la 
producción nacional, la expansión de las empresas, la llegada de inversiones y la 
generación de empleos. Estos elementos son importantes, pero resultan insuficientes para 
evaluar el bienestar de una sociedad. Una economía puede crecer sin que sus beneficios 
alcancen de manera equitativa a la población. También puede incrementar su producción 
mientras persisten bajos salarios, informalidad, desigualdad territorial, deterioro ambiental 
o dificultades para acceder a servicios públicos. Por ello, el desarrollo debe entenderse 
como un proceso más amplio que aumenta las capacidades de las personas, mejora sus 
condiciones materiales y les permite intervenir con mayor autonomía en los asuntos que 
afectan su vida. Desde esta perspectiva, no existe desarrollo completo cuando la 
prosperidad económica convive con exclusión política, discriminación o ausencia de 
mecanismos para exigir responsabilidades a las autoridades. 

La participación democrática tampoco se reduce al ejercicio periódico del voto. Las 
elecciones libres y competitivas son indispensables, pero la vida democrática incluye 
muchas otras formas de intervención. Participar significa informarse, deliberar, formar 
asociaciones, presentar propuestas, vigilar presupuestos, defender derechos, colaborar en 
proyectos comunitarios, acudir a consultas, integrar organizaciones vecinales, intervenir en 
sindicatos, expresar inconformidades y exigir que las instituciones expliquen sus 
decisiones. Una sociedad puede registrar una alta asistencia a las urnas y, sin embargo, 
mantener una ciudadanía poco involucrada entre una elección y otra. De manera inversa, 
algunas comunidades desarrollan prácticas intensas de cooperación y vigilancia, aunque 
enfrenten obstáculos para influir en las instituciones formales. Analizar la relación entre 
economía y democracia exige considerar esta diversidad de experiencias y reconocer que 
la ciudadanía se construye tanto en los grandes procesos nacionales como en las 
decisiones cotidianas de barrios, ejidos, centros de trabajo, escuelas y municipios. 

En México, esta relación adquiere una complejidad especial debido a la diversidad de su 
estructura económica y territorial. El país reúne grandes zonas metropolitanas, corredores 
industriales, regiones agrícolas, ciudades fronterizas, comunidades indígenas, destinos 
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turísticos y municipios con escasa infraestructura. Las posibilidades de participación no son 
iguales para una persona con empleo formal, acceso a internet y educación superior que 
para alguien que trabaja jornadas extensas en condiciones informales, vive lejos de las 
instituciones y enfrenta dificultades para trasladarse. Tampoco son idénticas las 
oportunidades de una comunidad con recursos fiscales, medios locales y organizaciones 
consolidadas frente a las de un municipio cuya administración depende casi completamente 
de transferencias y posee capacidades técnicas limitadas. Estas diferencias demuestran 
que el derecho formal a participar puede ser universal, mientras que las condiciones 
materiales para ejercerlo permanecen profundamente desiguales. 

El contexto económico reciente muestra avances y desafíos simultáneos. La medición 
oficial de pobreza multidimensional correspondiente a 2024 registró una disminución de 
46.8 a 38.5 millones de personas en situación de pobreza entre 2022 y 2024. No obstante, 
permanecieron carencias significativas en ámbitos como servicios de salud, seguridad 
social y calidad de la vivienda. Por otra parte, durante 2025 el crecimiento del producto 
interno bruto fue moderado, mientras que la informalidad continuó comprendiendo a más 
de la mitad de la población ocupada en diversos periodos del año. Estos indicadores 
muestran que México no enfrenta únicamente el reto de generar actividad económica, sino 
el de transformar esa actividad en empleos estables, derechos efectivos, movilidad social, 
servicios confiables y oportunidades de participación. (INEGI) 

La participación electoral revela también un panorama que debe interpretarse con cuidado. 
En la elección presidencial de 2024 se contabilizaron más de sesenta millones de votos, 
equivalentes al 61.04 por ciento de la ciudadanía inscrita en la lista nominal. El dato refleja 
una movilización amplia, pero significa igualmente que una proporción considerable de 
personas no acudió a votar. Además, los estudios sobre participación muestran diferencias 
importantes por edad, sexo y territorio. Las mujeres han mantenido niveles de participación 
electoral superiores al sesenta por ciento en diversos ejercicios, mientras algunos grupos 
de jóvenes presentan descensos después de su primera experiencia de votación. Estas 
variaciones no pueden explicarse exclusivamente por falta de interés; también se relacionan 
con movilidad, educación, empleo, responsabilidades de cuidado, confianza institucional y 
percepción de que la participación puede producir resultados. (Central Electoral) 

Comprender el vínculo entre desarrollo económico y participación democrática requiere 
evitar afirmaciones automáticas. No todo crecimiento genera mayor democracia, ni toda 
democracia garantiza por sí misma prosperidad. Existen sociedades con elevados ingresos 
y baja participación política, así como comunidades con recursos limitados y fuertes 
tradiciones de organización. Lo relevante es analizar las condiciones bajo las cuales el 
desarrollo amplía la autonomía ciudadana y aquellas en las que reproduce dependencia, 
desigualdad o concentración del poder. También es necesario observar cuándo la 
participación mejora la calidad de las decisiones económicas y cuándo puede ser capturada 
por intereses particulares, desinformación o relaciones clientelares. La relación es 
dinámica, puede avanzar o retroceder y depende de instituciones, cultura cívica, 
distribución de oportunidades y capacidad colectiva para transformar demandas en políticas 
públicas. 

El presente boletín analiza esta relación desde una perspectiva teórica y mexicana. Se 
examinan los conceptos de desarrollo y democracia, las principales explicaciones sobre sus 
vínculos, la influencia de la desigualdad, la pobreza, la informalidad, la educación y el 
territorio, así como la importancia de la confianza, la fiscalidad y las instituciones. También 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/pm/pm2025_08.pdf?utm_source=chatgpt.com
https://centralelectoral.ine.mx/2024/06/09/votacion-total-cuantificada-de-los-computos-distritales-indico-que-la-participacion-ciudadana-en-elecciones-2024-fue-del-61-por-ciento/?utm_source=chatgpt.com
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se estudian los mecanismos mediante los cuales la participación puede mejorar el 
desarrollo, corregir decisiones, fortalecer la rendición de cuentas y construir políticas más 
cercanas a las necesidades sociales. El propósito no es atribuir éxitos o fracasos a una 
corriente política, sino comprender procesos estructurales que atraviesan diferentes 
periodos y niveles de gobierno. 

Desarrollo económico y ampliación de capacidades 

El desarrollo económico puede definirse como el proceso mediante el cual una sociedad 
incrementa de manera sostenible su capacidad productiva y transforma esa capacidad en 
mejores condiciones de vida. Esta definición incluye crecimiento, innovación, 
infraestructura, productividad y empleo, pero también considera la distribución de los 
beneficios. Una economía desarrollada no es solamente aquella que produce grandes 
cantidades de bienes y servicios, sino aquella que permite a la mayoría de las personas 
acceder a alimentación suficiente, educación, atención médica, vivienda adecuada, 
seguridad social y oportunidades de progreso. Cuando estos elementos se encuentran 
disponibles, la ciudadanía posee mayores recursos para ejercer sus derechos y tomar 
decisiones con independencia. Cuando faltan, la urgencia de resolver necesidades 
inmediatas puede limitar el tiempo, la información y la seguridad necesarios para intervenir 
en asuntos públicos. 

Amartya Sen propuso entender el desarrollo como expansión de libertades reales. Bajo esta 
perspectiva, el ingreso es importante porque permite adquirir bienes y servicios, pero su 
valor depende de lo que las personas pueden hacer con él. Dos individuos con ingresos 
semejantes pueden enfrentar capacidades muy distintas si uno vive cerca de escuelas y 
hospitales, mientras el otro debe recorrer largas distancias; si uno cuenta con seguridad 
social y el otro está expuesto a perder todo su patrimonio ante una enfermedad; o si uno 
puede desplazarse libremente mientras el otro enfrenta discriminación o violencia. Aplicada 
a la democracia, esta visión permite distinguir entre el reconocimiento jurídico de un 
derecho y la posibilidad efectiva de ejercerlo. Todas las personas adultas pueden tener 
derecho al voto, pero no todas disponen de las mismas condiciones para informarse, 
trasladarse, asistir a reuniones o participar en una organización. 

Las capacidades políticas incluyen conocimientos, habilidades comunicativas, tiempo 
disponible, seguridad personal, acceso a información y posibilidad de asociarse. El 
desarrollo económico puede fortalecerlas al elevar la escolaridad, reducir jornadas 
excesivas, mejorar las comunicaciones y proporcionar recursos para organizaciones civiles. 
Una persona que posee mayor estabilidad laboral puede planear a largo plazo, evaluar 
políticas públicas y asumir responsabilidades comunitarias. Una familia que no vive bajo 
amenaza permanente de hambre o desalojo puede dedicar parte de su energía a 
cuestiones colectivas. Sin embargo, este efecto no ocurre automáticamente. Los beneficios 
económicos pueden concentrarse en grupos que ya poseen influencia, mientras amplios 
sectores permanecen inseguros. También es posible que el aumento del consumo genere 
satisfacción privada sin fortalecer el interés por la vida pública. 

La libertad económica y la libertad política se relacionan, pero no son idénticas. La 
posibilidad de emprender, trabajar, ahorrar o elegir una ocupación puede aumentar la 
autonomía frente al poder. Al mismo tiempo, los mercados sin regulación adecuada pueden 
generar concentraciones económicas capaces de influir desproporcionadamente en la 
política. Las grandes diferencias de riqueza permiten que algunos actores financien 
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campañas, medios, grupos de presión o litigios con mayor facilidad que la población común. 
Por ello, una democracia necesita proteger la iniciativa privada y, a la vez, establecer límites 
a la conversión del poder económico en dominio político. La igualdad democrática no exige 
que todas las personas posean los mismos recursos, pero sí que las diferencias 
económicas no anulen la igualdad de derechos ni permitan comprar decisiones públicas. 

El enfoque de desarrollo humano agrega dimensiones como salud, educación y esperanza 
de vida. Estas condiciones influyen directamente en la participación. La educación fortalece 
la capacidad de interpretar documentos, comprender procedimientos y expresar demandas. 
La salud permite mantener presencia activa en la comunidad. La seguridad económica 
reduce la dependencia respecto de intermediarios. Un desarrollo centrado en las personas 
puede producir una ciudadanía más informada, crítica y organizada. Sin embargo, también 
debe evitar la idea de que solo quienes alcanzan cierto nivel educativo o económico están 
preparados para participar. Las experiencias comunitarias, saberes locales y conocimientos 
derivados del trabajo poseen valor democrático. El desarrollo debe ampliar voces, no 
establecer nuevas jerarquías entre ciudadanos supuestamente capaces e incapaces. 

La teoría de la modernización y sus límites 

Una de las explicaciones clásicas sobre la relación entre economía y democracia es la 
teoría de la modernización. Esta perspectiva sostiene que, conforme una sociedad 
incrementa su ingreso, urbanización, educación y complejidad productiva, surgen grupos 
sociales con mayores capacidades para exigir representación. El crecimiento de clases 
medias, profesionistas, trabajadores urbanos y organizaciones económicas reduce la 
concentración del poder y aumenta la demanda de instituciones previsibles. La educación 
facilita el acceso a información y fomenta valores de tolerancia, mientras la urbanización 
multiplica los contactos entre personas y asociaciones. En términos generales, el desarrollo 
económico crearía una estructura social más favorable para la democracia. 

Seymour Martin Lipset formuló una de las versiones más conocidas de esta idea al señalar 
una asociación entre niveles de desarrollo y estabilidad democrática. Su planteamiento no 
afirmaba que la riqueza produjera mecánicamente democracia, sino que ciertas 
transformaciones sociales podían aumentar la legitimidad del sistema y disminuir conflictos 
extremos. Cuando existen recursos para distribuir, las disputas pueden resolverse mediante 
negociación, pues los grupos no perciben que cualquier concesión implique su 
desaparición. Una economía diversificada también dificulta que un solo actor controle todas 
las fuentes de empleo, crédito e información. La pluralidad económica puede traducirse en 
pluralidad política cuando diferentes sectores desarrollan organizaciones y capacidades de 
representación. 

No obstante, la historia demuestra que el crecimiento puede coexistir con autoritarismo, 
concentración y exclusión. Algunos gobiernos han promovido industrialización y expansión 
económica sin permitir competencia política significativa. También existen democracias que 
sobreviven durante largos periodos con bajos niveles de ingreso. Por ello, el desarrollo no 
debe considerarse una condición suficiente ni estrictamente necesaria para la democracia. 
Su efecto depende de quién controla los recursos, cómo se distribuyen, qué instituciones 
regulan los conflictos y qué tradiciones organizativas existen. Una economía basada en la 
concentración de recursos naturales, por ejemplo, puede fortalecer al poder central si este 
controla directamente los ingresos. En cambio, una estructura económica diversificada y 
descentralizada puede generar más actores capaces de exigir negociación. 
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La modernización puede incluso producir tensiones democráticas. La expansión de la 
educación eleva expectativas respecto de empleos, servicios y reconocimiento. Si la 
economía no ofrece oportunidades acordes con esas expectativas, puede aumentar la 
frustración. Las clases medias no son necesariamente democráticas por naturaleza; 
pueden apoyar restricciones cuando perciben amenazas a su seguridad, patrimonio o 
posición social. Del mismo modo, la urbanización puede facilitar la organización ciudadana, 
pero también provocar segregación, precariedad y aislamiento. Las transformaciones 
económicas crean posibilidades de participación, aunque sus resultados dependen de la 
capacidad institucional para procesar nuevas demandas. 

En México, la urbanización, industrialización y expansión educativa modificaron 
profundamente la estructura social durante el siglo XX. Millones de personas pasaron del 
campo a las ciudades, aumentó la matrícula escolar y surgieron sectores profesionales, 
obreros, empresariales y estudiantiles con nuevas demandas. Estas transformaciones 
contribuyeron a diversificar la vida pública y a fortalecer organizaciones sociales. Sin 
embargo, el desarrollo se distribuyó de manera desigual, y muchos procesos de 
modernización convivieron con estructuras de control corporativo, centralización y 
dependencia. El caso mexicano muestra que la transformación económica puede abrir 
espacios democráticos, pero también ser administrada mediante mecanismos que limitan 
la autonomía de las organizaciones. 

La principal enseñanza de la teoría de la modernización es que la democracia necesita 
ciertas bases materiales y sociales. No puede sostenerse únicamente mediante normas 
constitucionales si grandes sectores carecen de educación, seguridad o medios para hacer 
valer sus derechos. Sin embargo, esas bases no aparecen espontáneamente como 
resultado del crecimiento. Requieren políticas distributivas, instituciones abiertas y 
organización ciudadana. La economía crea recursos que pueden utilizarse para fortalecer 
escuelas, tribunales, medios, infraestructura y protección social, pero las decisiones sobre 
su utilización son políticas. El desarrollo genera posibilidades; la democracia determina, al 
menos idealmente, cómo deben orientarse. 

Instituciones, desarrollo y participación 

Otra perspectiva enfatiza el papel de las instituciones. Las reglas formales e informales 
determinan incentivos, distribuyen poder y establecen qué conductas son aceptables. 
Derechos de propiedad claros, tribunales confiables, administraciones profesionales y 
mecanismos de rendición de cuentas pueden favorecer la inversión y el crecimiento. Al 
mismo tiempo, instituciones electorales independientes, libertades civiles y acceso a 
información permiten que la ciudadanía vigile el ejercicio del poder. El desarrollo y la 
democracia comparten, por tanto, una necesidad común: instituciones capaces de aplicar 
reglas previsibles y limitar decisiones arbitrarias. 

Douglass North explicó que las instituciones reducen la incertidumbre al proporcionar reglas 
para la interacción. Una empresa invierte cuando confía en que los contratos serán 
respetados; una persona participa cuando considera que su voz será escuchada y que no 
sufrirá represalias. Si las normas se aplican selectivamente, ambos procesos se debilitan. 
La arbitrariedad económica desalienta proyectos de largo plazo, mientras la arbitrariedad 
política desincentiva la participación. La calidad institucional afecta simultáneamente la 
productividad y la ciudadanía. 
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Las instituciones inclusivas distribuyen oportunidades de manera amplia y permiten que 
diversos grupos intervengan en las decisiones. Las instituciones extractivas concentran 
beneficios y utilizan el poder para proteger privilegios. Esta distinción ayuda a explicar por 
qué algunos periodos de crecimiento no se traducen en desarrollo generalizado. Cuando 
los recursos se concentran y las reglas impiden la competencia, quienes se benefician 
pueden bloquear reformas que ampliarían la participación. En cambio, una democracia con 
contrapesos, transparencia y libertad de asociación crea condiciones para cuestionar 
monopolios, corrupción y exclusiones. 

La construcción institucional no depende solo de diseñar leyes. Muchas normas mexicanas 
reconocen amplios derechos, pero su efectividad varía según capacidades administrativas, 
presupuesto y prácticas locales. Un mecanismo de participación puede existir formalmente 
y ser inaccesible en la práctica debido a requisitos complejos, falta de difusión o ausencia 
de respuesta. De manera semejante, una política económica puede estar correctamente 
formulada, pero fracasar si las autoridades carecen de personal, información o 
coordinación. La brecha entre norma y aplicación es uno de los puntos donde se encuentran 
los problemas del desarrollo y la democracia. 

La participación ciudadana puede mejorar las instituciones al proporcionar información que 
las autoridades no poseen. Los habitantes de una comunidad conocen fallas en servicios, 
necesidades de transporte y riesgos ambientales que no siempre aparecen en las 
estadísticas. Cuando existen canales para incorporar este conocimiento, las políticas 
pueden ser más precisas. La vigilancia social también reduce oportunidades de corrupción 
y permite detectar errores. Sin embargo, la participación necesita reglas para evitar que los 
grupos mejor organizados monopolicen las decisiones. La inclusión no consiste únicamente 
en abrir una reunión, sino en garantizar que quienes poseen menos recursos puedan asistir, 
comprender y expresarse. 

Las instituciones económicas influyen en la formación de organizaciones. Un mercado 
laboral dominado por relaciones informales dificulta la creación de sindicatos estables, 
asociaciones profesionales y mecanismos de negociación. La fragmentación productiva 
reduce la capacidad de construir intereses colectivos. Por el contrario, empleos formales, 
empresas transparentes y marcos de negociación pueden generar espacios donde las 
personas aprenden a deliberar, elegir representantes y exigir cumplimiento de acuerdos. 
Los centros de trabajo son también espacios de formación cívica, aunque con frecuencia 
se analicen solo desde su función productiva. 

Desarrollo económico más allá del producto interno bruto 

El producto interno bruto mide el valor monetario de los bienes y servicios finales producidos 
en una economía. Es un indicador indispensable para conocer la actividad productiva, pero 
no refleja por sí mismo la distribución del ingreso, el trabajo no remunerado, la calidad 
ambiental, la seguridad, la salud o la participación política. Un aumento del producto puede 
concentrarse en pocas regiones o sectores y coexistir con deterioros en otras dimensiones. 
Utilizarlo como sinónimo de desarrollo puede llevar a políticas que privilegian el volumen de 
producción sin atender las condiciones bajo las cuales se genera. 

La relación con la democracia exige observar quién participa en la producción, quién recibe 
los beneficios y quién asume los costos. Una inversión puede generar empleos e ingresos 
fiscales, pero también afectar agua, suelo o formas de vida comunitaria. La decisión 
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democrática debe evaluar estas dimensiones y establecer mecanismos de consulta, 
compensación y vigilancia. El desarrollo no consiste en rechazar toda transformación 
económica, sino en asegurar que las decisiones sean transparentes y que las comunidades 
tengan capacidad real de intervenir. Cuando las personas perciben que los proyectos son 
impuestos, la confianza disminuye y el conflicto puede intensificarse. 

Los indicadores de bienestar permiten una visión más completa. La pobreza 
multidimensional, por ejemplo, combina ingresos con carencias sociales. Esta metodología 
reconoce que una persona puede superar temporalmente un umbral monetario y seguir 
enfrentando falta de servicios médicos, seguridad social o vivienda adecuada. Desde el 
punto de vista democrático, las carencias reducen autonomía y capacidad de participación. 
Quien depende de soluciones informales para necesidades básicas puede encontrarse 
expuesto a intermediarios, favores o relaciones de subordinación. 

La distribución del tiempo también debe considerarse. Las estadísticas económicas 
tradicionales suelen valorar el trabajo remunerado, pero no siempre reconocen 
adecuadamente las tareas de cuidado. Millones de personas, principalmente mujeres, 
dedican horas a cuidar niñas, niños, personas mayores o familiares enfermos. Este trabajo 
sostiene la economía y permite que otros participen en el mercado laboral. Sin servicios de 
cuidado, las responsabilidades recaen de manera desigual y limitan la presencia en 
reuniones, organizaciones y espacios públicos. Una política democrática de desarrollo debe 
reconocer que el tiempo es un recurso ciudadano. 

La seguridad constituye otra dimensión. La actividad económica puede crecer en 
determinadas regiones mientras la violencia restringe desplazamientos, negocios y 
participación. Las organizaciones comunitarias, periodistas y defensores pueden enfrentar 
riesgos que reducen la deliberación. El miedo modifica la manera en que las personas se 
relacionan con autoridades y vecinos. Por ello, la seguridad pública no es únicamente una 
condición económica o policial, sino un requisito para la libertad política. 

El medio ambiente completa esta visión. El deterioro de recursos naturales puede afectar 
de manera especial a comunidades con menor capacidad de influencia. Contaminación, 
sequías y pérdida de tierras generan costos que no siempre aparecen en los indicadores 
de producción. La participación ambiental permite incorporar conocimientos locales y 
distribuir responsabilidades. Una democracia orientada al desarrollo sostenible debe 
considerar a las generaciones futuras, cuyos intereses no están representados 
directamente en las decisiones actuales. 

Trayectoria histórica de México 

La relación entre economía y participación en México se ha formado a través de procesos 
históricos prolongados. Después de la Revolución, el Estado asumió un papel central en la 
construcción de infraestructura, educación, salud y organización social. La reforma agraria, 
la legislación laboral y la creación de instituciones públicas ampliaron derechos y 
transformaron las relaciones económicas. Sin embargo, muchos mecanismos de 
incorporación social estuvieron vinculados a estructuras corporativas en las que 
organizaciones campesinas, obreras y populares recibían beneficios a cambio de disciplina 
y mediación política. La participación existía, pero con frecuencia se encontraba canalizada 
desde arriba. 
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Durante el periodo de industrialización por sustitución de importaciones, la economía 
mexicana registró décadas de crecimiento elevado y urbanización acelerada. La expansión 
de empleos industriales, educación pública y seguridad social contribuyó al surgimiento de 
sectores medios y organizaciones laborales. El crecimiento aumentó recursos 
gubernamentales y permitió desarrollar infraestructura. Al mismo tiempo, la concentración 
política limitó la competencia y redujo la autonomía de muchas organizaciones. La 
experiencia demuestra que el crecimiento puede crear bases sociales para la 
democratización sin producirla inmediatamente. 

Las crisis económicas de las décadas de 1970 y 1980 alteraron esta relación. La inflación, 
el endeudamiento, la devaluación y la pérdida de empleos afectaron la confianza en las 
instituciones. Las dificultades fiscales limitaron políticas públicas y aumentaron demandas 
de transparencia. Diversas organizaciones ciudadanas, empresariales, sindicales y 
vecinales comenzaron a exigir cambios. Las crisis económicas no generan democratización 
por sí mismas, pero pueden debilitar acuerdos anteriores y abrir debates sobre 
representación, responsabilidades y distribución de costos. 

La apertura comercial y las reformas económicas posteriores transformaron la estructura 
productiva. Algunas regiones se integraron con fuerza a cadenas globales, especialmente 
en manufactura, exportación y servicios, mientras otras mantuvieron actividades de baja 
productividad. El norte y el centro industrial desarrollaron corredores dinámicos, pero 
también enfrentaron urbanización rápida, presión sobre servicios, empleo precario y 
desigualdad interna. Estados como Chihuahua y Coahuila muestran cómo la industria 
exportadora puede generar empleo, infraestructura y especialización, al tiempo que plantea 
retos de vivienda, movilidad, seguridad, agua y participación de comunidades en la 
planeación. 

La democratización electoral avanzó durante las últimas décadas del siglo XX y los primeros 
años del XXI. La competencia política, la creación de instituciones electorales y la 
alternancia ampliaron la capacidad ciudadana para elegir entre opciones. Sin embargo, el 
cambio electoral no resolvió automáticamente desigualdades, informalidad o debilidad 
institucional. La democracia produjo nuevas vías de acceso al poder, pero las expectativas 
de bienestar y justicia no siempre se cumplieron al ritmo esperado. Esta diferencia entre 
apertura política y resultados económicos explica parte del desencanto ciudadano. 

La historia mexicana revela una relación no lineal. Hubo crecimiento con participación 
controlada, crisis acompañadas de movilización, apertura económica con desigualdades 
regionales y competencia electoral con dificultades para construir ciudadanía cotidiana. 
Ninguna etapa puede explicarse únicamente por decisiones económicas o políticas. La 
estructura productiva, las instituciones, los movimientos sociales y los cambios culturales 
interactuaron. Comprender esta trayectoria evita imaginar que existe una fórmula sencilla y 
permite identificar aprendizajes para el futuro. 

Desigualdad económica y desigualdad de voz 

La desigualdad no se limita a la diferencia entre ingresos. También implica diferencias de 
patrimonio, educación, conexiones sociales, seguridad y acceso a instituciones. Estas 
ventajas se acumulan. Una persona con recursos puede contratar asesoría, trasladarse, 
dedicar tiempo a una causa, financiar una asociación o acceder a medios. Quien vive al día 
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enfrenta costos mayores para realizar las mismas actividades. En consecuencia, la igualdad 
formal de derechos puede coexistir con una desigualdad profunda de influencia. 

Robert Dahl señaló que la democracia requiere oportunidades efectivas para formular 
preferencias, expresarlas y lograr que sean consideradas de manera equitativa. Estas 
condiciones se debilitan cuando algunos grupos poseen capacidad permanente para 
colocar temas en la agenda y otros apenas pueden hacer visibles sus necesidades. El 
problema no consiste en impedir que empresas, sindicatos u organizaciones defiendan sus 
intereses, sino en asegurar que el acceso a las decisiones no dependa exclusivamente de 
recursos económicos. 

La desigualdad puede reducir la confianza en la democracia cuando las personas perciben 
que las decisiones favorecen sistemáticamente a grupos privilegiados. Si los servicios 
públicos son deficientes mientras determinados sectores obtienen beneficios especiales, 
aumenta la idea de que las reglas no son iguales. Esta percepción puede provocar apatía, 
protesta o búsqueda de soluciones personalistas. La legitimidad democrática depende tanto 
de los procedimientos como de la sensación de que existe una oportunidad real de ser 
escuchado. 

La concentración de riqueza también puede influir en la información. Los medios, 
plataformas, centros de investigación y campañas requieren recursos. Cuando pocas 
personas controlan canales relevantes, pueden determinar qué temas reciben atención. 
Esto no significa que toda propiedad privada de medios sea incompatible con la 
democracia, sino que la pluralidad y transparencia son necesarias. Las audiencias deben 
conocer intereses y contar con fuentes diversas. 

La desigualdad territorial produce efectos semejantes. Municipios con mayor actividad 
económica poseen bases fiscales, personal técnico e infraestructura para ofrecer servicios. 
Otros dependen de transferencias y carecen de capacidades para elaborar proyectos. La 
ciudadanía de ambos territorios posee los mismos derechos, pero las oportunidades de 
interlocución son distintas. Una política federal equilibrada debe fortalecer capacidades 
locales sin reproducir dependencia ni utilizar los recursos como instrumentos de control. 

Las diferencias sociales pueden traducirse en segregación. Cuando los grupos económicos 
viven, estudian y trabajan en espacios separados, disminuyen las experiencias 
compartidas. La ciudadanía deja de percibir problemas comunes y desarrolla expectativas 
distintas sobre los servicios públicos. Quienes pueden pagar opciones privadas pueden 
perder interés en mejorar escuelas, transporte o salud pública. La democracia necesita 
espacios comunes donde personas de diferentes condiciones se encuentren y reconozcan 
su interdependencia. 

La movilidad social influye en las actitudes políticas. Si las personas consideran que el 
esfuerzo puede mejorar su situación y que las reglas son justas, pueden mostrar mayor 
disposición a cooperar. Cuando perciben que el origen familiar determina las oportunidades, 
la confianza disminuye. El desarrollo democrático requiere que educación, empleo y justicia 
reduzcan barreras, no que legitimen desigualdades heredadas. 
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Pobreza y autonomía ciudadana 

La pobreza limita la libertad porque reduce opciones. Una persona que enfrenta 
necesidades urgentes puede aceptar condiciones laborales abusivas, endeudamiento o 
apoyos condicionados. Esta vulnerabilidad no elimina su capacidad de agencia, pero 
aumenta los costos de actuar de manera independiente. Por ello, las políticas contra la 
pobreza tienen una dimensión democrática: al garantizar mínimos de bienestar, fortalecen 
la autonomía ciudadana. 

Los programas sociales pueden contribuir a esta autonomía cuando se reconocen como 
derechos, utilizan reglas públicas, padrones verificables y mecanismos de evaluación. 
Cuando los beneficios dependen de intermediarios, lealtades o favores, pueden generar 
relaciones clientelares. La diferencia no se encuentra únicamente en el tipo de apoyo, sino 
en su diseño institucional. Una transferencia transparente y exigible reduce dependencia; 
un beneficio discrecional puede utilizarse para condicionar conductas. 

El clientelismo es un intercambio desigual en el que recursos o servicios se vinculan con 
apoyo político. No siempre adopta la forma explícita de comprar un voto. Puede consistir 
en promesas, acceso preferente, amenazas de exclusión o mediación personal para 
obtener derechos que deberían ser universales. Prospera donde las instituciones son 
débiles y los servicios escasos. La mejor defensa no es eliminar políticas sociales, sino 
convertirlas en derechos accesibles sin intermediación. 

La reducción oficial de la pobreza multidimensional entre 2022 y 2024 representa un cambio 
relevante, pero el análisis democrático debe examinar su sostenibilidad y composición. El 
ingreso puede mejorar y, al mismo tiempo, persistir carencias en salud o seguridad social. 
Si los avances dependen de empleos inseguros o transferencias vulnerables a cambios 
administrativos, la autonomía permanece limitada. El objetivo debe ser construir 
capacidades estables mediante educación, trabajo digno, servicios y protección social. 
(INEGI) 

La participación de personas en pobreza no debe limitarse a ser consultadas como 
beneficiarias. Deben intervenir en el diseño, evaluación y vigilancia de políticas. Quienes 
viven las carencias conocen obstáculos que no aparecen en los modelos administrativos. 
La participación puede mejorar horarios, requisitos, cobertura y calidad de servicios. Sin 
embargo, requiere condiciones que compensen desigualdades: información accesible, 
apoyo para traslados, horarios adecuados y ausencia de represalias. 

La dignidad es central. Las políticas que tratan a la población como receptora pasiva pueden 
reproducir jerarquías. Una democracia social reconoce a cada persona como titular de 
derechos y portadora de conocimientos. El desarrollo no se mide únicamente por cuántos 
apoyos se entregan, sino por la capacidad de las personas para decidir sobre su vida y 
exigir cuentas. 

Empleo, informalidad y tiempo para participar 

El empleo es uno de los principales vínculos entre economía y ciudadanía. Proporciona 
ingresos, identidad, relaciones sociales y acceso a protección. Un trabajo digno puede 
fortalecer autonomía y organización. Un empleo precario, en cambio, genera incertidumbre 

https://www.inegi.org.mx/desarrollosocial/pm/?utm_source=chatgpt.com
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y limita la posibilidad de planear. La participación requiere tiempo, pero muchas personas 
trabajan jornadas extensas, realizan traslados prolongados o combinan varios empleos. 

La informalidad laboral comprende actividades que no cuentan con plena protección legal 
o seguridad social. En México, ha permanecido alrededor de más de la mitad de la 
población ocupada en diferentes mediciones. Esta realidad implica que millones de 
personas carecen de estabilidad, servicios médicos vinculados al empleo, ahorro para el 
retiro o mecanismos efectivos de negociación. La informalidad no significa ausencia de 
trabajo; muchas actividades informales son productivas y esenciales. El problema es la falta 
de derechos y protección. (INEGI) 

La inseguridad laboral puede desalentar la participación. Una persona teme perder 
oportunidades si cuestiona a autoridades o empleadores. Los trabajadores sin contrato 
encuentran dificultades para organizarse y defender derechos. Los horarios variables 
impiden asistir a reuniones. La ausencia de seguridad social obliga a dedicar recursos y 
tiempo a resolver contingencias. Estas condiciones muestran que la libertad política 
necesita una base de protección laboral. 

El trabajo formal tampoco garantiza participación. Algunas organizaciones reproducen 
estructuras autoritarias, discriminación o falta de representación. La democracia laboral 
implica negociación, elecciones internas transparentes y mecanismos para atender 
conflictos. Los sindicatos pueden ser escuelas de ciudadanía cuando permiten deliberación 
y rendición de cuentas. También pueden convertirse en estructuras cerradas si sus 
dirigencias no responden a sus integrantes. 

El emprendimiento y las pequeñas empresas tienen igualmente una dimensión cívica. Los 
negocios locales crean redes comunitarias y pueden participar en proyectos de mejora 
urbana. Sin embargo, enfrentan trámites, inseguridad, acceso limitado a crédito y 
competencia desigual. Cuando los procesos administrativos son opacos, aumenta la 
dependencia de gestores e intermediarios. La simplificación y digitalización deben 
acompañarse de transparencia y atención presencial para quienes enfrentan barreras 
tecnológicas. 

El tiempo de traslado es otro factor. En grandes ciudades, millones de personas invierten 
horas diarias en transporte. Este costo reduce convivencia, descanso y participación. La 
planeación urbana, el transporte público y la vivienda son políticas democráticas porque 
determinan quién puede acceder a oportunidades y espacios colectivos. Una ciudad que 
obliga a sectores de bajos ingresos a vivir lejos de los centros económicos reproduce 
desigualdad política. 

Las responsabilidades de cuidado profundizan estas diferencias. Sin guarderías, servicios 
para personas mayores y horarios compatibles, muchas mujeres quedan excluidas de 
reuniones y cargos comunitarios. Una democracia que no reconoce el cuidado pierde voces 
fundamentales. Las políticas de cuidados pueden aumentar empleo, bienestar y 
participación simultáneamente. 

Educación, conocimiento y cultura cívica 

La educación influye en la participación al proporcionar conocimientos sobre instituciones, 
derechos y procedimientos. También desarrolla habilidades de lectura, argumentación, 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/enoe/enoe2025_11.pdf?utm_source=chatgpt.com
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cooperación y solución de conflictos. Sin embargo, la escolaridad no produce 
automáticamente ciudadanía democrática. Una persona puede poseer títulos académicos 
y carecer de tolerancia o disposición al diálogo. La formación cívica debe combinar 
información con experiencias reales de participación. 

Las escuelas son espacios donde se aprende cómo funciona la autoridad. Si las decisiones 
son siempre verticales y el alumnado no puede expresar opiniones, el mensaje práctico 
contradice los contenidos democráticos. Consejos escolares, proyectos comunitarios y 
debates pueden enseñar responsabilidad. La participación estudiantil debe tener 
consecuencias visibles; de lo contrario, se convierte en simulación. 

La desigualdad educativa reproduce desigualdad política. Las escuelas con mayores 
recursos ofrecen acceso a tecnología, actividades culturales y redes sociales. Otras 
enfrentan carencias de infraestructura y personal. Estas diferencias afectan la capacidad 
de interpretar información y relacionarse con instituciones. La inversión educativa es, por 
ello, una política de igualdad democrática. 

La Encuesta Nacional de Cultura Cívica ha mostrado la importancia de estudiar confianza 
interpersonal, conocimiento institucional y formas de participación. Sus resultados permiten 
observar que la ciudadanía no se construye únicamente mediante elecciones, sino a través 
de relaciones sociales, experiencias con autoridades y percepción de eficacia. La estrategia 
nacional de educación cívica 2024-2026 reconoce déficits de conocimientos y habilidades, 
y propone combinar formación con participación electoral y no electoral. (INEGI) 

El conocimiento económico también es necesario. La ciudadanía debe comprender de 
manera básica presupuestos, impuestos, deuda y políticas públicas. Sin estas 
herramientas, el debate puede reducirse a promesas sin evaluación de costos. La 
educación financiera pública no debe orientarse solo al consumo individual; debe incluir la 
comprensión del Estado y del uso colectivo de recursos. 

La alfabetización digital adquiere creciente relevancia. Internet facilita información y 
organización, pero también expone a desinformación y manipulación. Las diferencias de 
habilidades digitales pueden ampliar desigualdades. Una persona conectada no 
necesariamente sabe evaluar fuentes, proteger sus datos o realizar trámites. El desarrollo 
tecnológico debe acompañarse de formación crítica. 

Participación electoral y condiciones económicas 

El voto es un derecho igualitario: cada sufragio tiene el mismo valor formal. Sin embargo, 
las probabilidades de ejercerlo pueden variar según condiciones económicas. Las personas 
con mayor estabilidad suelen contar con información, documentos y movilidad. Quienes 
cambian frecuentemente de domicilio, migran por trabajo o carecen de transporte enfrentan 
mayores obstáculos. Las jornadas laborales también pueden afectar la asistencia. 

Las decisiones electorales están influidas por evaluaciones económicas, aunque no de 
manera uniforme. La ciudadanía considera empleo, precios, ingresos y servicios, pero 
interpreta estos factores mediante experiencias, identidades e información. No existe una 
relación automática entre crecimiento y apoyo político. Una economía puede crecer y 
generar inconformidad si los beneficios se perciben como desiguales. También puede 

https://www.inegi.org.mx/programas/encuci/2020/?utm_source=chatgpt.com
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existir respaldo durante dificultades si se considera que las autoridades responden de 
manera justa. 

La participación electoral de 2024, cercana al 61 por ciento de la lista nominal, muestra una 
ciudadanía ampliamente movilizada, pero no elimina las diferencias internas. Los conteos 
censales permiten observar variaciones territoriales y demográficas. Estos datos deben 
utilizarse para diseñar políticas de educación y accesibilidad, no para estigmatizar a 
regiones o grupos con menor participación. (Central Electoral) 

La abstención tiene causas diversas. Puede expresar desinterés, protesta, desconfianza, 
dificultades prácticas o satisfacción. No toda persona que se abstiene rechaza la 
democracia, ni todo votante participa activamente en otros ámbitos. La investigación debe 
evitar explicaciones morales y analizar condiciones concretas. 

Las campañas y autoridades pueden reducir barreras mediante información clara, casillas 
accesibles y facilidades para personas con discapacidad. Los empleadores deben respetar 
el derecho a votar. La organización electoral depende de ciudadanía que integra mesas de 
casilla, lo que convierte a las elecciones mexicanas en un ejercicio de participación directa. 

El voto es más significativo cuando existe participación continua. Si las personas solo 
intervienen el día de la elección, cuentan con pocas oportunidades para influir en políticas 
específicas. Presupuestos participativos, consultas y contralorías sociales pueden 
complementar la representación, siempre que tengan reglas claras y no se utilicen para 
evadir responsabilidades de las autoridades electas. 

Participación no electoral y desarrollo comunitario 

La participación no electoral incluye asociaciones vecinales, cooperativas, organizaciones 
civiles, sindicatos, cámaras empresariales, colectivos culturales y grupos comunitarios. 
Estas organizaciones producen bienes públicos, defienden derechos y articulan demandas. 
También generan capital social, entendido como redes de confianza y cooperación que 
facilitan la acción colectiva. 

Robert Putnam destacó que las asociaciones pueden enseñar cooperación, reciprocidad y 
responsabilidad. Al participar en una organización, las personas aprenden a negociar, 
cumplir acuerdos y elegir representantes. Sin embargo, el capital social no siempre es 
inclusivo. Algunos grupos fortalecen vínculos internos mientras excluyen a otros. La 
democracia necesita puentes entre comunidades, no solo cohesión dentro de cada grupo. 

Las cooperativas muestran una relación directa entre economía y democracia. Sus 
integrantes toman decisiones sobre producción y distribución mediante reglas 
participativas. Estas experiencias pueden aumentar autonomía local y aprendizaje cívico. 
No obstante, requieren capacitación, crédito y marcos legales adecuados. La participación 
no sustituye conocimientos técnicos, pero puede combinarlos con control colectivo. 

Los proyectos comunitarios de infraestructura pueden mejorar resultados cuando la 
población interviene en prioridades y vigilancia. Una obra elegida sin consulta puede ser 
poco útil; una decisión informada por la comunidad puede responder mejor a necesidades. 

https://centralelectoral.ine.mx/2024/06/09/informa-ine-que-se-computaron-60-millones-115-mil-184-votos-en-la-eleccion-presidencial/?utm_source=chatgpt.com
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El riesgo es trasladar responsabilidades gubernamentales a trabajo gratuito. La 
participación debe complementar recursos públicos, no justificar su ausencia. 

Las organizaciones civiles cumplen funciones de observación, investigación y asistencia. 
Su independencia necesita transparencia financiera y pluralidad. No deben considerarse 
automáticamente representantes de toda la sociedad. Su legitimidad proviene de métodos, 
resultados y rendición de cuentas. 

La protesta es también participación. Marchas, huelgas y manifestaciones permiten 
visibilizar demandas cuando los canales institucionales son insuficientes. Una democracia 
debe proteger la protesta pacífica y establecer reglas proporcionales. La criminalización 
puede cerrar espacios, mientras la ausencia de mecanismos de diálogo puede intensificar 
conflictos. 

Desarrollo territorial y federalismo 

México es una federación con profundas diferencias regionales. La actividad industrial, 
turística, agrícola y energética se distribuye de manera desigual. Estas diferencias afectan 
ingresos, empleos y capacidades gubernamentales. Un municipio con dinamismo 
económico puede recaudar más y ofrecer servicios, mientras otro depende de 
transferencias. 

El desarrollo territorial debe considerar vocaciones locales sin convertirlas en destinos 
rígidos. Una región agrícola puede diversificar actividades, incorporar tecnología y agregar 
valor. Una ciudad industrial puede mejorar vivienda, transporte y formación. Las decisiones 
deben involucrar gobiernos, empresas, trabajadores, universidades y comunidades. 

En Chihuahua, por ejemplo, la industria manufacturera y la posición fronteriza han generado 
empleo y vínculos internacionales. Al mismo tiempo, existen zonas rurales y serranas con 
dispersión poblacional, dificultades de conectividad y necesidades específicas. Aplicar una 
única política estatal ignoraría estas diferencias. La participación territorial permite adaptar 
soluciones. 

Coahuila presenta corredores industriales, actividad minera, zonas metropolitanas y 
comunidades rurales. El crecimiento genera ingresos y oportunidades, pero también 
demanda agua, vivienda y servicios. Los mecanismos de planeación deben anticipar estos 
efectos y evitar que los costos recaigan en comunidades con menor capacidad de 
influencia. 

El federalismo puede acercar decisiones, pero también fragmentar responsabilidades. La 
ciudadanía puede no saber qué nivel de gobierno debe resolver un problema. La 
coordinación y transparencia son fundamentales. Los presupuestos deben indicar 
competencias y resultados. 

La descentralización sin recursos puede transferir problemas a municipios. La 
descentralización democrática requiere financiamiento, capacidades y controles. También 
necesita contrapesos locales, pues la proximidad no elimina riesgos de concentración. En 
municipios pequeños, las relaciones personales pueden facilitar diálogo, pero también 
presiones. 
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El desarrollo regional equilibrado fortalece la democracia porque reduce la necesidad de 
migrar por falta de oportunidades y permite que las personas mantengan vínculos 
comunitarios. La migración puede ser una elección legítima, pero no debería ser la única 
opción. Las políticas territoriales deben ampliar alternativas. 

Fiscalidad, servicios y contrato social 

Los impuestos financian bienes públicos y expresan un contrato social. La ciudadanía 
contribuye y espera servicios, seguridad, infraestructura y protección. Cuando el sistema 
fiscal es percibido como injusto o los recursos se utilizan mal, disminuye la disposición a 
cumplir. La confianza fiscal depende de transparencia y resultados. 

Una democracia necesita debatir cuánto recaudar, de quién y para qué. Estas decisiones 
reflejan valores sobre igualdad y responsabilidad. Los impuestos progresivos pueden 
financiar oportunidades, pero requieren administración eficiente. La evasión y privilegios 
debilitan la legitimidad. 

Los servicios públicos son la presencia cotidiana del Estado. La calidad de una escuela, 
clínica o transporte influye más en la confianza que muchos discursos. Si las personas 
experimentan trato digno y soluciones, aumenta la percepción de eficacia. Si enfrentan 
corrupción o abandono, la democracia pierde credibilidad. 

La transparencia presupuestaria permite evaluar prioridades. Publicar cifras no basta; 
deben ser comprensibles. Los presupuestos ciudadanos, visualizaciones y datos abiertos 
facilitan participación. Las comunidades pueden vigilar obras y detectar desviaciones. 

La participación fiscal también incluye decidir sobre proyectos. Los presupuestos 
participativos acercan decisiones, aunque suelen abarcar una proporción pequeña del 
gasto. Su valor educativo puede ser considerable si existe seguimiento. Si las propuestas 
ganadoras no se ejecutan, producen frustración. 

La rendición de cuentas debe evaluar resultados, no solo procedimientos. Una obra puede 
cumplir normas y ser inútil. La ciudadanía debe conocer costos, calidad e impacto. Las 
auditorías sociales pueden complementar controles profesionales. 

Confianza, eficacia y legitimidad 

La confianza institucional conecta economía y democracia. Las personas invierten, pagan 
impuestos y participan cuando consideran que las reglas son previsibles. La confianza no 
es obediencia ciega; es una expectativa basada en experiencias. Las instituciones deben 
demostrar competencia, integridad y apertura. 

La confianza varía entre instituciones. Encuestas internacionales recientes muestran que 
México registra niveles relativamente altos de confianza declarada en el gobierno nacional 
dentro del conjunto de países analizados por la OCDE, aunque persisten barreras de 
información para la participación. En la encuesta de 2026, entre 47 y 54 por ciento de las 
personas consultadas en México reportaron no contar con suficiente información sobre 
cómo participar o sobre lo que hace el gobierno, según la pregunta considerada. Esto 
muestra que confianza y conocimiento no son equivalentes. (OECD) 

https://www.oecd.org/en/publications/oecd-survey-on-drivers-of-trust-in-public-institutions-2026-results_9eb63fec-en/full-report/political-voice-barriers-to-participation-and-implications-for-trust-in-government_08533950.html?utm_source=chatgpt.com


pág. 17 
 

La capacidad de respuesta es fundamental. Una institución puede recibir solicitudes y 
cumplir formalidades, pero si no resuelve problemas, la participación parece inútil. Los 
mecanismos deben cerrar el ciclo: recibir, analizar, responder y explicar. La ausencia de 
retroalimentación desincentiva futuros esfuerzos. 

La corrupción afecta desarrollo al aumentar costos y favorecer decisiones ineficientes. 
También afecta democracia porque transmite que las reglas pueden comprarse. La 
prevención requiere sistemas administrativos, transparencia, profesionalización y vigilancia 
ciudadana. No basta con sancionar casos aislados. 

La impunidad agrava el problema. Cuando los abusos no tienen consecuencias, la 
ciudadanía puede optar por arreglos informales. Esto debilita instituciones y crea círculos 
viciosos. La justicia accesible es una política de desarrollo porque protege contratos y 
derechos, y una política democrática porque limita poder. 

La confianza interpersonal también importa. Comunidades donde las personas cooperan 
pueden organizar proyectos y vigilar autoridades. La violencia y desigualdad erosionan 
estas relaciones. Las políticas de convivencia, espacios públicos y cultura contribuyen a la 
democracia. 

Empresas, trabajadores y responsabilidad democrática 

Las empresas son actores económicos y sociales. Generan empleo, innovación e 
impuestos, pero también influyen en comunidades y medio ambiente. Su responsabilidad 
democrática incluye cumplir leyes, respetar derechos y transparentar relaciones con 
autoridades. La inversión sostenible requiere legitimidad social. 

La participación empresarial en políticas públicas es legítima, pero debe ser transparente. 
Cámaras y asociaciones pueden aportar conocimiento técnico. El problema surge cuando 
el acceso privilegiado excluye otros intereses. Las audiencias y consultas deben incluir 
trabajadores, consumidores y comunidades. 

Los trabajadores necesitan canales de representación. La negociación colectiva puede 
equilibrar relaciones y mejorar productividad. Cuando existe diálogo, los conflictos pueden 
resolverse institucionalmente. Las organizaciones laborales deben ser democráticas y 
rendir cuentas. 

La responsabilidad social empresarial no sustituye impuestos ni obligaciones. Las 
donaciones pueden beneficiar comunidades, pero no deben utilizarse para controlar 
decisiones. El desarrollo requiere reglas generales, no dependencia de favores. 

Las cadenas globales plantean desafíos. Empresas locales pueden estar sujetas a 
decisiones externas. Los gobiernos deben promover integración con proveedores 
nacionales, capacitación e innovación. La participación permite definir estrategias que no 
se limiten a salarios bajos. 

El consumo también tiene dimensión ciudadana. Las personas pueden exigir información y 
prácticas responsables. Sin embargo, trasladar toda responsabilidad al consumidor es 
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insuficiente. Las regulaciones deben proteger derechos y evitar que solo quienes tienen 
mayores ingresos puedan elegir opciones sostenibles. 

Economía digital y nuevas formas de participación 

La digitalización transforma trabajo, comercio y ciudadanía. Las plataformas permiten 
emprender, trabajar a distancia y acceder a servicios. También crean nuevas formas de 
precariedad y concentración. Los datos se convierten en recursos económicos y políticos. 

Las redes sociales facilitan organización y expresión, pero no garantizan deliberación. La 
participación puede reducirse a reacciones rápidas. Los algoritmos privilegian contenidos 
que generan atención. La alfabetización digital debe enseñar cómo funcionan estos 
incentivos. 

Los trámites digitales pueden reducir costos, pero excluyen a quienes carecen de conexión 
o habilidades. Debe mantenerse atención accesible y acompañamiento. La digitalización 
democrática no consiste en eliminar lo presencial, sino en ampliar opciones. 

La economía de plataformas plantea preguntas laborales. Conductores, repartidores y 
prestadores pueden tener flexibilidad, pero carecer de protección. Las regulaciones deben 
equilibrar innovación y derechos. La participación de trabajadores es indispensable. 

Los datos públicos pueden apoyar investigación y vigilancia. Portales abiertos permiten 
analizar presupuestos y servicios. Sin embargo, deben proteger privacidad. La 
transparencia no justifica exponer información personal. 

La inteligencia artificial puede mejorar servicios y detectar irregularidades, pero también 
reproducir sesgos. Las decisiones automatizadas que afectan derechos deben ser 
explicables y revisables. La ciudadanía necesita conocer cuándo intervienen algoritmos. 

Mujeres, juventudes y grupos históricamente excluidos 

Las desigualdades económicas afectan de manera diferenciada. Las mujeres enfrentan 
brechas salariales, responsabilidades de cuidado y violencia. Estas condiciones limitan 
participación, aunque las mujeres han mostrado niveles elevados de asistencia electoral. 
La representación formal debe acompañarse de condiciones materiales. 

Las políticas de cuidados pueden liberar tiempo y generar empleo. Guarderías, centros de 
día y licencias distribuidas permiten participar. El cuidado no es un asunto privado, sino 
infraestructura social. 

Las juventudes enfrentan empleos inestables, dificultades de vivienda y expectativas 
inciertas. Pueden participar intensamente en causas digitales y comunitarias, aunque no 
siempre en instituciones tradicionales. Los espacios deben reconocer sus formas de 
organización. 

La alta participación de jóvenes de dieciocho años en 2024 contrasta con niveles menores 
en edades posteriores. Esto sugiere que la primera experiencia electoral genera interés, 
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pero ese impulso puede disminuir si no existen mecanismos continuos. Las políticas deben 
acompañar la transición a la vida laboral y ciudadana. (Central Electoral) 

Los pueblos indígenas poseen formas propias de organización. El desarrollo debe respetar 
autonomía y consulta. Las políticas diseñadas sin conocimiento local pueden generar 
conflictos. La participación intercultural requiere lenguas, tiempos y procedimientos 
adecuados. 

Las personas con discapacidad enfrentan barreras físicas y comunicativas. La accesibilidad 
beneficia a toda la sociedad. Documentos claros, transporte y tecnologías adaptadas son 
componentes de igualdad democrática. 

Las personas migrantes mantienen vínculos económicos mediante remesas y participación 
comunitaria. Su experiencia puede enriquecer proyectos locales. Los mecanismos deben 
facilitar su intervención sin permitir que los recursos sustituyan obligaciones públicas. 

Participación y calidad de las políticas económicas 

La participación puede mejorar las políticas al incorporar información diversa. Los 
especialistas manejan modelos y datos, mientras la ciudadanía conoce efectos cotidianos. 
La combinación produce decisiones más completas. Ninguno de los conocimientos debe 
excluir al otro. 

Las consultas deben realizarse antes de las decisiones, no cuando todo está definido. 
También necesitan información equilibrada y tiempo. Una consulta apresurada puede 
legitimar decisiones sin deliberación. La calidad importa más que el número de asistentes. 

La participación puede identificar consecuencias no previstas. Una política de transporte 
puede afectar vendedores, estudiantes o personas cuidadoras de manera distinta. 
Escuchar permite ajustar. Esto no significa que todas las demandas puedan satisfacerse, 
sino que deben considerarse y responderse. 

Los consejos económicos y sociales pueden reunir actores, pero necesitan reglas. La 
representación debe ser plural y rotativa. Las actas y decisiones deben publicarse. Sin 
transparencia, pueden convertirse en espacios de negociación cerrada. 

La evaluación participativa permite conocer resultados. Las personas usuarias pueden 
reportar calidad y obstáculos. Los indicadores cuantitativos deben complementarse con 
experiencias. Una política puede alcanzar cobertura y ofrecer servicio deficiente. 

La participación también puede retrasar decisiones o ser capturada. Por ello, se requieren 
métodos, facilitación y límites. Una democracia eficaz no consulta todo, pero explica 
criterios y abre los asuntos relevantes. 

Riesgos de una relación desequilibrada 

Cuando el crecimiento se concentra, puede aumentar la influencia de élites y debilitar la 
igualdad política. Los recursos permiten acceso privilegiado y control de información. La 
regulación de conflictos de interés y financiamiento es esencial. 

https://centralelectoral.ine.mx/2024/12/09/en-el-pec-2023-2024-se-acentua-la-asistencia-a-las-urnas-de-personas-mayores-de-60-anos/?utm_source=chatgpt.com
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Cuando la democracia no produce resultados, puede crecer el desencanto. Las personas 
pueden concluir que los procedimientos son inútiles. Esta frustración favorece soluciones 
que prometen rapidez a cambio de contrapesos. La defensa democrática requiere eficacia. 

El populismo económico puede ofrecer beneficios inmediatos sin sostenibilidad. La 
tecnocracia, en el extremo contrario, puede excluir ciudadanía bajo el argumento de 
especialización. La democracia necesita combinar responsabilidad fiscal con deliberación 
social. 

La polarización dificulta acuerdos de largo plazo. El desarrollo requiere políticas que 
superen periodos gubernamentales. Infraestructura, educación y transición energética 
necesitan continuidad. Los pactos democráticos deben permitir evaluación y modificación. 

La captura regulatoria ocurre cuando las instituciones responden a sectores regulados. 
Puede surgir por corrupción o por dependencia de información. La transparencia y rotación 
reducen riesgos. 

La desigualdad informativa permite manipulación. Las decisiones económicas complejas 
pueden presentarse mediante consignas. Las instituciones deben comunicar con claridad y 
reconocer incertidumbre. La ciudadanía necesita tiempo para comprender. 

Oportunidades para fortalecer el círculo virtuoso 

México puede construir un círculo virtuoso en el que desarrollo y participación se refuercen. 
El primer paso es reconocer que la política económica tiene consecuencias democráticas. 
Empleo formal, educación, salud y cuidados aumentan autonomía. No son únicamente 
programas sociales; son infraestructura ciudadana. 

La formalización laboral debe combinar incentivos, simplificación y protección. Sancionar 
sin ofrecer alternativas puede perjudicar. Las pequeñas empresas necesitan acceso a 
crédito y tecnología. Los trabajadores necesitan derechos portables. 

La inversión educativa debe incluir cultura cívica y habilidades digitales. Las escuelas 
pueden vincularse con problemas comunitarios. La educación democrática se aprende 
participando. 

La política fiscal debe ser transparente y progresiva. La ciudadanía debe conocer cómo se 
utilizan recursos. Los gobiernos pueden publicar resultados en formatos claros. La 
transparencia fortalece cumplimiento. 

Los mecanismos de participación local ofrecen oportunidades. Los municipios están cerca 
de problemas, pero requieren capacidades. Consejos, presupuestos y observatorios 
pueden mejorar decisiones si cuentan con recursos. 

La planeación territorial debe integrar economía, vivienda, movilidad y ambiente. Las 
decisiones fragmentadas generan costos. Las regiones pueden crear mesas plurales con 
objetivos y evaluación. 
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El acceso a información debe ser oportuno. Los datos abiertos permiten innovación. Las 
instituciones deben responder solicitudes y publicar información de interés. El lenguaje 
sencillo amplía participación. 

La competencia económica y política comparten principios. Evitar monopolios y barreras 
favorece innovación y pluralidad. Las autoridades deben aplicar reglas de manera imparcial. 

La seguridad y justicia son indispensables. Sin ellas, la participación es riesgosa y la 
inversión incierta. La prevención requiere desarrollo comunitario, instituciones profesionales 
y confianza. 

Las organizaciones civiles y universidades pueden facilitar diálogo. Su papel incluye 
investigación, capacitación y evaluación. Deben mantener independencia y transparencia. 

Los medios locales necesitan sostenibilidad. La información cercana permite vigilar 
gobiernos y comprender economías regionales. La publicidad pública debe asignarse con 
criterios objetivos. 

La inclusión digital debe cubrir infraestructura y habilidades. Las comunidades rurales 
necesitan conectividad asequible. Los trámites deben diseñarse para personas, no solo 
para sistemas administrativos. 

Hacia una democracia económica 

La democracia económica no significa que cada decisión empresarial se someta a votación 
pública. Significa que las reglas de producción y distribución sean compatibles con dignidad, 
pluralidad y derechos. Incluye oportunidades para emprender, trabajar y organizarse. 

También implica que la ciudadanía pueda debatir modelos de desarrollo. Las decisiones 
sobre energía, agua, industria y territorio tienen efectos colectivos. Los procedimientos 
deben permitir participación informada. 

La propiedad puede adoptar formas diversas: privada, pública, cooperativa y comunitaria. 
Una economía plural reduce dependencia. Cada forma requiere transparencia y 
responsabilidad. 

La innovación necesita libertad, pero también dirección social. Las universidades, empresas 
y gobiernos pueden colaborar en retos públicos. La participación ayuda a definir prioridades. 

La democracia económica reconoce el valor del trabajo. Los salarios y condiciones no son 
únicamente costos; determinan bienestar y ciudadanía. Una fuerza laboral segura puede 
innovar y participar. 

El desarrollo local puede fortalecer identidad sin cerrarse. Las regiones pueden integrarse 
a mercados conservando capacidades. La apertura debe generar aprendizaje y valor, no 
dependencia. 
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Reflexión final 

La relación entre desarrollo económico y participación democrática en México es profunda, 
recíproca y compleja. Las condiciones materiales influyen en la posibilidad de ejercer 
derechos, mientras las instituciones democráticas determinan cómo se distribuyen 
oportunidades. El crecimiento puede ampliar recursos, pero no garantiza igualdad ni 
autonomía. La democracia puede abrir decisiones, pero no produce automáticamente 
bienestar. 

La principal conclusión es que la ciudadanía necesita bases materiales. El derecho a votar 
pierde parte de su significado cuando una persona carece de tiempo, información o 
seguridad. La libertad formal debe acompañarse de capacidades reales. Educación, salud, 
empleo y cuidado son condiciones de participación. 

Al mismo tiempo, el desarrollo necesita democracia. Las decisiones económicas afectan 
territorios y generaciones. Sin participación, pueden responder a intereses limitados. La 
deliberación permite incorporar conocimientos y distribuir costos. Los contrapesos reducen 
arbitrariedad. 

La desigualdad representa uno de los mayores obstáculos. Cuando la riqueza se convierte 
en influencia desproporcionada, la igualdad política se debilita. La respuesta no es eliminar 
diferencias, sino impedir que determinen el acceso a derechos y decisiones. 

México ha mostrado avances en reducción de pobreza y participación electoral, pero 
enfrenta informalidad, desigualdades territoriales y barreras de información. Estos retos no 
deben interpretarse de forma partidista. Son problemas estructurales que requieren 
continuidad, evaluación y cooperación. 

La participación debe superar la lógica de la consulta simbólica. Las personas necesitan 
observar resultados. Las instituciones deben responder y explicar. La confianza se 
construye mediante experiencias. 

El desarrollo democrático exige reconocer diversidad territorial. Las soluciones nacionales 
deben adaptarse. Chihuahua, Coahuila y cada entidad contienen realidades distintas. La 
planeación necesita cercanía y coordinación. 

La economía digital abre oportunidades y riesgos. La tecnología puede facilitar trámites y 
organización, pero también excluir. El diseño debe centrarse en derechos y accesibilidad. 

La educación cívica es una inversión de largo plazo. No se limita a memorizar instituciones. 
Enseña diálogo, cooperación y responsabilidad. Una sociedad democrática necesita 
aprender a resolver diferencias. 

La democracia económica requiere que el trabajo permita vivir con dignidad. La 
formalización, productividad y protección no son objetivos opuestos. Las empresas 
prosperan mejor en sociedades estables y educadas. 
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El Estado debe ser capaz y controlado. Capacidad sin vigilancia puede producir abuso; 
vigilancia sin capacidad produce parálisis. La democracia necesita instituciones que 
resuelvan y rindan cuentas. 

La sociedad civil debe mantener autonomía. Las organizaciones conectan demandas y 
generan conocimiento. Su legitimidad depende de transparencia. 

La participación no elimina conflictos. Los organiza de manera pacífica. El desarrollo 
produce ganadores, costos y cambios. La democracia permite discutir compensaciones y 
alternativas. 

El círculo virtuoso aparece cuando el crecimiento financia capacidades, las capacidades 
fortalecen participación y la participación mejora políticas. El círculo vicioso surge cuando 
desigualdad reduce voz, la falta de voz reproduce privilegios y los privilegios limitan 
desarrollo. 

México posee recursos humanos, económicos y comunitarios para avanzar. El reto es 
construir instituciones que conviertan diversidad en cooperación. La participación debe ser 
vista como inversión, no obstáculo. 

La democracia no puede evaluarse únicamente por elecciones, ni el desarrollo por cifras de 
producción. Ambos deben medirse por la capacidad de las personas para vivir con dignidad 
y decidir sobre su futuro. Una sociedad desarrollada es aquella donde nadie depende de 
favores para ejercer derechos y donde todas las voces cuentan. 

El futuro depende de decisiones cotidianas. Pagar impuestos, respetar derechos laborales, 
participar en una reunión, exigir información y corregir una política son acciones 
conectadas. La democracia y la economía se construyen en las mismas relaciones. 

Fortalecer su vínculo implica colocar a la persona en el centro. La producción, inversión y 
tecnología son medios. La participación, libertad y bienestar son fines. Cuando el desarrollo 
amplía autonomía y la democracia orienta recursos hacia el interés colectivo, ambos 
procesos dejan de competir y se convierten en fundamentos de una sociedad más justa, 
productiva y plural. 

Referencias bibliográficas 

Acemoglu, Daron y Robinson, James A. (2012). Why Nations Fail: The Origins of Power, 
Prosperity, and Poverty. Crown Business. 

Acemoglu, Daron y Robinson, James A. (2019). The Narrow Corridor: States, Societies, and 
the Fate of Liberty. Penguin Press. 

Almond, Gabriel A. y Verba, Sidney. (1963). The Civic Culture: Political Attitudes and 
Democracy in Five Nations. Princeton University Press. 

Banco Mundial. (2025). México: panorama general y perspectivas de desarrollo. Banco 
Mundial. 



pág. 24 
 

Bobbio, Norberto. (1986). El futuro de la democracia. Fondo de Cultura Económica. 

Dahl, Robert A. (1989). Democracy and Its Critics. Yale University Press. 

Dahl, Robert A. (1998). On Democracy. Yale University Press. 

De Tocqueville, Alexis. (2000). Democracy in America. University of Chicago Press. 

Evans, Peter. (1995). Embedded Autonomy: States and Industrial Transformation. 
Princeton University Press. 

Habermas, Jürgen. (1996). Between Facts and Norms: Contributions to a Discourse Theory 
of Law and Democracy. MIT Press. 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2021). Encuesta Nacional de Cultura Cívica 
2020. INEGI. 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2025). Medición de la pobreza 
multidimensional 2024. INEGI. 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2025). Encuesta Nacional de Ocupación y 
Empleo. INEGI. 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2026). Producto Interno Bruto Trimestral 
2025. INEGI. 

Instituto Nacional Electoral. (2024). Estrategia Nacional de Educación Cívica 2024-2026. 
INE. 

Instituto Nacional Electoral. (2024). Resultados de los cómputos distritales del Proceso 
Electoral Federal 2023-2024. INE. 

Instituto Nacional Electoral. (2025). Conteos Censales de Participación Ciudadana 2009-
2024. INE. 

Lipset, Seymour Martin. (1959). “Some Social Requisites of Democracy: Economic 
Development and Political Legitimacy”. American Political Science Review, 53(1), 69-105. 

Marshall, T. H. (1950). Citizenship and Social Class. Cambridge University Press. 

North, Douglass C. (1990). Institutions, Institutional Change and Economic Performance. 
Cambridge University Press. 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. (2024). OECD Survey on 
Drivers of Trust in Public Institutions: 2024 Results. OECD Publishing. 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. (2025). Government at a 
Glance 2025. OECD Publishing. 



pág. 25 
 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. (2026). OECD Survey on 
Drivers of Trust in Public Institutions: Political Voice and Barriers to Participation. OECD 
Publishing. 

Ostrom, Elinor. (1990). Governing the Commons: The Evolution of Institutions for Collective 
Action. Cambridge University Press. 

Pateman, Carole. (1970). Participation and Democratic Theory. Cambridge University 
Press. 

Piketty, Thomas. (2014). Capital in the Twenty-First Century. Harvard University Press. 

Przeworski, Adam. (2010). Democracy and the Limits of Self-Government. Cambridge 
University Press. 

Putnam, Robert D. (1993). Making Democracy Work: Civic Traditions in Modern Italy. 
Princeton University Press. 

Putnam, Robert D. (2000). Bowling Alone: The Collapse and Revival of American 
Community. Simon & Schuster. 

Rawls, John. (1971). A Theory of Justice. Harvard University Press. 

Sen, Amartya. (1999). Development as Freedom. Oxford University Press. 

Stiglitz, Joseph E. (2012). The Price of Inequality. W. W. Norton & Company. 

United Nations Development Programme. (2024). Human Development Report 2023-2024: 
Breaking the Gridlock. UNDP. 

Verba, Sidney, Schlozman, Kay Lehman y Brady, Henry E. (1995). Voice and Equality: Civic 
Voluntarism in American Politics. Harvard University Press. 


